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SENTENCIAS DE LAS SALAS REGIONALES DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. 
SU FALTA DE PUBLICIDAD O DE LA SESIÓN EN LA QUE SE DICTARON, EN MEDIOS ELECTRÓNICOS 
(PÁGINA OFICIAL DE INTERNET), NO AFECTA SU VALIDEZ NI CONTRAVIENE EL PRINCIPIO DE MÁXIMA 
PUBLICIDAD. 
Del artículo 31 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa se advierte que las Salas 
Regionales se integran por tres Magistrados, cuya presencia es indispensable para la validez de las sesiones y 
que éstas deben ser públicas y transmitirse por los medios electrónicos que faciliten su seguimiento; sin 
embargo, el solo hecho de que no exista evidencia material alguna en medios electrónicos (página oficial de 
Internet), que demuestre la realización de la audiencia respectiva, de los pormenores de la discusión generada, o 
bien, de la publicación de la sentencia dictada, no afecta la validez de ésta ni contraviene el principio de máxima 
publicidad, si se toma en cuenta que la exigencia de publicidad se encuentra contenida únicamente en el 
precepto citado, sin que se advierta que su omisión se traduzca en la invalidez o nulidad de la sentencia 
pronunciada. Por el contrario, del segundo párrafo del mencionado precepto y de la fracción II del artículo 59 de 
la propia ley, se infiere que sólo es necesario que el fallo plenario se pronuncie por unanimidad o por mayoría de 
votos de los tres Magistrados integrantes de la Sala de que se trate y que lo autorice el secretario de Acuerdos 
adscrito a ésta, pero de ninguna manera se establece la obligatoriedad de publicarla en medios electrónicos para 
su validez, pues las sesiones públicas exclusivamente son instrumentales, pero no constitutivas de algún 
derecho en favor de las partes contendientes. 
 
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 362/2019. Axcale Agente de Seguros y de Fianzas, S.A. de C.V. 18 de junio de 2020. Mayoría de 
votos. Disidente: Sergio Eduardo Alvarado Puente. Ponente: Claudia Mavel Curiel López. Secretario: Bolívar 
López Flores. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de octubre de 2021 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. CUANDO LA AUTORIDAD DEMANDADA OMITA DAR 
CONTESTACIÓN A LA DEMANDA EN TIEMPO Y FORMA, SE DEBEN TENER COMO CIERTOS LOS 
HECHOS QUE EL ACTOR LE IMPUTE EN FORMA PRECISA, SALVO QUE POR LAS PRUEBAS RENDIDAS O 
POR HECHOS NOTORIOS RESULTEN DESVIRTUADOS. 
 
Hechos: Se admitió a trámite la demanda en el juicio contencioso administrativo federal y se corrió traslado a la 
autoridad demandada para que diera su contestación, apercibiéndola que de no hacerlo en la forma y términos 
señalados, se tendrían como ciertos los hechos imputados, y no obstante que dicha autoridad no contestó, la 
Sala Regional del Tribunal Federal de Justicia Administrativa declaró infundados los conceptos de impugnación y 
declaró la validez de la resolución impugnada. Inconforme, el particular interpuso amparo directo.  
  
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que cuando la autoridad demandada omita dar 
contestación a la demanda en tiempo y forma, se deben tener como ciertos los hechos que el actor le impute en 
forma precisa, salvo que por las pruebas rendidas o por hechos notorios resulten desvirtuados.  
  
Justificación: Lo anterior es así, porque el artículo 19 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo dispone que admitida la demanda se correrá traslado de ella al demandado, emplazándolo para 
que la conteste dentro de los treinta días siguientes a aquel en que surta efectos el emplazamiento y que el plazo 
para contestar la ampliación de la demanda será de diez días siguientes a aquel en que surta efectos la 
notificación del acuerdo que la admita; asimismo, que si no se produce la contestación en tiempo y forma, o ésta 
no se refiere a todos los hechos, se tendrán como ciertos los que el actor impute de manera precisa al 
demandado, salvo que por las pruebas rendidas o por hechos notorios resulten desvirtuados. Por lo tanto, si se 
admitió a trámite una demanda y se corrió traslado a la parte demandada para que diera su contestación, con el 
apercibimiento que de no hacerlo se estaría a lo dispuesto en la última parte del primer párrafo del artículo 
citado, es decir, se tendrían como ciertos los hechos que la parte actora le imputó, y aquélla omitió contestar, se 
debe declarar la nulidad de la resolución impugnada. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SÉPTIMO 
CIRCUITO. 
 
Amparo directo 174/2020. 25 de junio de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Refugio Noel Montoya Moreno. 
Secretario: Jesús Armando Aguirre Lares.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de octubre de 2021 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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DEVOLUCIÓN DE SALDO A FAVOR. EL CONTRIBUYENTE PUEDE SOLICITARLA SI OPTÓ POR 
ACREDITARLO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 6o. DE LA LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO, 
PERO SE AGOTÓ LA POSIBILIDAD DE CONTINUAR HACIÉNDOLO Y DERIVADO DE ELLO RESULTA UN 
REMANENTE, SIEMPRE Y CUANDO SEA SOBRE EL TOTAL DE ÉSTE (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2015). 
 
Hechos: La Sala del Tribunal Federal de Justicia Administrativa consideró improcedente la solicitud de 
devolución de saldo a favor de un contribuyente que optó por el acreditamiento, al estimar que debía continuar 
acreditándolo hasta agotarlo; inconforme, promovió amparo directo. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que cuando el contribuyente cuente con saldo a 
favor y opte por acreditarlo en términos del artículo 6o. de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, vigente en 
2015, pero se agote la posibilidad de continuar haciéndolo y derivado de ello resulte un remanente, podrá 
solicitar su devolución, siempre y cuando sea sobre el total de éste.  
 
Justificación: Lo anterior, porque de la interpretación sistemática de los artículos 1o., 4o. y 6o. de la Ley del 
Impuesto al Valor Agregado y 22 del Código Fiscal de la Federación, en su parte conducente, vigentes en 2015, 
se advierte que las figuras del acreditamiento y la compensación tienen efectos equivalentes, en el sentido de 
que disminuyen la deuda tributaria y ambas están al alcance del contribuyente de manera optativa; asimismo, 
que la procedencia de la devolución de cantidades que obtengan los contribuyentes de un saldo a favor, puede 
aplicarse tanto a contribuciones como a cualquier otro tipo de obligación, pues el precepto 22 citado se refiere a 
"cantidades pagadas indebidamente", con lo cual abarca todo tipo de pago que se haya efectuado conforme a 
las leyes tributarias. En ese contexto, se concluye que en el caso de que un contribuyente cuente con saldo a 
favor y opte por acreditarlo en términos del artículo 6o. señalado, pero se agote la posibilidad de continuar 
acreditándolo y derivado de ello resulte un remanente, podrá solicitar su devolución, siempre y cuando sea sobre 
el total de éste, con independencia del mecanismo elegido inicialmente para recuperar la cantidad pagada 
indebidamente. 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 211/2021. 11 de agosto de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: María Elena Rosas López. 
Secretaria: Alicia Fernández López. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de octubre de 2021 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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DECLARATORIA DE PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES PREVISTA EN EL ARTÍCULO 
69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. EL CONTRIBUYENTE QUE LE DIO EFECTOS FISCALES 
A LOS COMPROBANTES CUESTIONADOS EXPEDIDOS A SU FAVOR, PUEDE APORTAR PRUEBAS PARA 
DESVIRTUARLA DURANTE EL EJERCICIO DE FACULTADES DE COMPROBACIÓN, CUANDO NO HAYA 
COMPARECIDO AL PROCEDIMIENTO DE PRESUNCIÓN. 
 
El último párrafo del artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación dispone que en caso de que la autoridad 
fiscal detecte, en uso de sus facultades de comprobación, que el contribuyente que le dio efectos fiscales a los 
comprobantes emitidos a su favor por una persona incluida en el listado previsto en dicho artículo, no acreditó la 
efectiva prestación del servicio o la adquisición de los bienes amparados en esos documentos, ni corrigió su 
situación fiscal, podrá determinar los créditos fiscales que correspondan; de lo que se sigue que es válido que los 
contribuyentes que utilizaron esos comprobantes demuestren durante el ejercicio de facultades de comprobación 
que sí recibieron los servicios prestados o adquirieron los bienes descritos, en otras palabras, que desvirtúen la 
citada presunción legal a través de pruebas idóneas. Lo anterior, desde luego, cuando no hayan comparecido al 
procedimiento de presunción regulado en el indicado precepto, pues ello no conlleva la preclusión de su derecho 
de aportar pruebas con posterioridad, por el contrario, la única consecuencia legal es no desvirtuar las 
operaciones que les corresponden, pero no perderían el derecho de acreditar la materialidad de las operaciones 
amparadas por esos comprobantes durante la práctica de una visita domiciliaria, sobre todo si se toma en cuenta 
que sólo de esa manera podrá tenerse la certeza de que el afectado conoció a plenitud cuáles son los 
comprobantes fiscales que fueron rechazados, con base en la presunción de inexistencia que, debido a su 
naturaleza, admite prueba en contrario. 
 
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 362/2019. Axcale Agente de Seguros y de Fianzas, S.A. de C.V. 18 de junio de 2020. Mayoría de 
votos. Disidente: Sergio Eduardo Alvarado Puente. Ponente: Claudia Mavel Curiel López. Secretario: Bolívar 
López Flores. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de octubre de 2021 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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AMPARO CONTRA LEYES TRIBUTARIAS. CUANDO SE PROMUEVE CON MOTIVO DEL ACTO DE 
APLICACIÓN REALIZADO POR UN TERCERO EN AUXILIO DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA, PREVIA 
ENTREGA DE LOS RECURSOS POR EL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS 
TRABAJADORES (INFONAVIT) A NOMBRE DEL CONTRIBUYENTE, SE TIENE NOTICIA PLENA DE LA 
AFECTACIÓN PATRIMONIAL CUANDO SE REALIZA LA ENTREGA DE ÉSTOS AL NOTARIO PÚBLICO CON 
LA CONCURRENCIA DE LA VOLUNTAD DEL CONTRIBUYENTE, POR LO QUE INICIA EL CÓMPUTO DEL 
PLAZO RESPECTIVO. 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a conclusiones distintas sobre un mismo punto jurídico, al interpretar 
el contenido de las jurisprudencias 2a./J. 81/2019 (10a.), 2a./J. 82/2019 (10a.) y 2a./J. 83/2019 (10a.), emitidas por la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, pues mientras uno sostuvo que el conocimiento pleno de la afectación patrimonial, para efecto de 
computar el plazo para la promoción del juicio de amparo, se materializa en el momento en que el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda 
para los Trabajadores (Infonavit) con quien el contribuyente celebró un contrato de apertura de crédito simple con garantía hipotecaria, realiza 
el pago respectivo a nombre de aquél y lo entera él mismo directamente al notario público –tercero auxiliar de la administración pública–, ya 
que el depósito se realiza con una parte del crédito que se otorgó al contribuyente y que ya tiene a su disposición; el otro resolvió que no se 
tiene ese conocimiento pleno de la afectación patrimonial en el momento de la transferencia, en virtud de que el contribuyente no tuvo a su 
disposición los recursos económicos, ni los tiene bajo su resguardo, sino que el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 
Trabajadores los enteró directamente, de modo que el contribuyente no estaba en aptitud de combatir en ese momento los preceptos legales 
impugnados, sino hasta que se dispuso del crédito y se enteró el recurso económico a la autoridad recaudadora mediante el recibo oficial de 
pago, con lo cual existe una fecha cierta sobre la afectación patrimonial a aquél y, por ende, es hasta ese momento en que inicia el cómputo 
del plazo para la promoción del juicio de amparo. 
Criterio jurídico: El Pleno del Vigésimo Segundo Circuito establece que cuando se promueve amparo contra leyes tributarias con motivo del 
acto de aplicación realizado por un tercero en auxilio de la administración pública, previa entrega de los recursos por el Instituto del Fondo 
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores a nombre del contribuyente, se tiene noticia plena de la afectación patrimonial cuando se 
realiza la entrega de éstos al notario público, con la concurrencia de la voluntad del contribuyente, por lo que inicia el cómputo del plazo para 
la promoción del juicio de amparo. 
Justificación: Lo anterior es así, porque con motivo de la contratación de un crédito hipotecario del contribuyente con el Instituto del Fondo 
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, aquél autoriza e instruye de manera expresa e irrevocable al instituto para que de la suma 
dispuesta del crédito que le es otorgado, entregue por cuenta suya, las cantidades dinerarias para cubrir el pago de los impuestos y derechos 
relativos a quienes tuvieren derecho a obtener el pago de éstos; pago que se hace con cargo a la cantidad dispuesta del crédito otorgado al 
contribuyente, lo que denota que esos recursos que el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores entera al notario 
público por concepto de impuestos y derechos, no son del instituto sino del contribuyente, al provenir de su patrimonio y se realiza con la 
concurrencia de su voluntad expresada en el contrato de crédito hipotecario en cuanto a decidir el momento en el que se entregan los 
recursos que tiene a su disposición a través del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, con motivo del numerario 
que tiene al momento en el que se realiza la entrega de los recursos al notario público, de ahí que el contribuyente tiene noticia plena de la 
afectación patrimonial, es decir, a partir de ese momento tiene conocimiento de ésta, pues al provenir los recursos de su patrimonio, es 
indudable que al momento de realizar el entero de los tributos respectivos al tercero auxiliar de la administración pública, por conducto del 
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, tuvo conocimiento pleno de la existencia de esa afectación patrimonial, 
dado que desde la firma de la escritura conoce y autoriza que sea por medio de ese instituto que se paguen los impuestos y derechos con 
cargo al crédito otorgado que tiene a su disposición, por lo que es a partir de ese momento que inicia el cómputo del plazo para la promoción 
del juicio de amparo. 
 
PLENO DEL VIGÉSIMO SEGUNDO CIRCUITO. 
Contradicción de tesis 1/2020. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil y el Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y 
de Trabajo, ambos del Vigésimo Segundo Circuito. 28 de abril de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Magistrados Gerardo Martínez Carrillo, Luis Fernando Angulo Jacobo, 
Germán Tena Campero y Guadalupe Ramírez Chávez. Disidente: Eligio Nicolás Lerma Moreno, quien formuló voto particular. Ponente: Luis Fernando Angulo Jacobo. 
Secretaria: Ileana Guadalupe Eng Niño. 
Criterios contendientes: 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Vigésimo Segundo Circuito, al resolver el amparo en revisión 382/2019, y el diverso 
sustentado por el Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Vigésimo Segundo Circuito, al resolver el amparo en revisión 52/2020. 
Nota: Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 81/2019 (10a.), 2a./J. 82/2019 (10a.) y 2a./J. 83/2019 (10a.), de títulos y subtítulos: "AMPARO CONTRA LEYES TRIBUTARIAS. 
CUANDO SE PROMUEVE CON MOTIVO DEL ACTO DE APLICACIÓN REALIZADO POR UN TERCERO EN AUXILIO DE LA ADMINISTRACIÓN, PARA DETERMINAR LA 
FECHA DE INICIO DEL PLAZO PARA PRESENTAR LA DEMANDA RESPECTIVA, RESULTA RELEVANTE SI EL CONTRIBUYENTE TIENE BAJO SU RESGUARDO LOS 
RECURSOS QUE SE ENTERAN POR AQUÉL.", "AMPARO CONTRA LEYES TRIBUTARIAS. CUANDO SE PROMUEVE CON MOTIVO DEL ACTO DE APLICACIÓN 
REALIZADO POR UN TERCERO EN AUXILIO DE LA ADMINISTRACIÓN QUIEN ENTERA A LA HACIENDA PÚBLICA LOS RECURSOS RESPECTIVOS, PREVIA 
ENTREGA DE ÉSTOS POR EL CONTRIBUYENTE, LA PROCEDENCIA DEL JUICIO ESTÁ CONDICIONADA A QUE SE PRESENTE OPORTUNAMENTE RESPECTO DE 
ESA AFECTACIÓN PATRIMONIAL." y "AMPARO CONTRA LEYES TRIBUTARIAS. EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA PRESENTAR LA DEMANDA CONTRA LAS NORMAS 
QUE REGULAN EL IMPUESTO SOBRE ADQUISICIÓN DE INMUEBLES Y LOS DERECHOS POR INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD DEL 
ESTADO DE MORELOS, ASÍ COMO LOS IMPUESTOS ADICIONALES CORRESPONDIENTES, CON MOTIVO DE SU APLICACIÓN REALIZADA POR UN NOTARIO 
PÚBLICO, INICIA A PARTIR DE QUE EL CONTRIBUYENTE TIENE CONOCIMIENTO DE LA AFECTACIÓN PATRIMONIAL RESPECTIVA.", citadas, aparecen publicadas en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 67, 
Tomo III, junio de 2019, páginas 1961, 1963 y 1964, con números de registro digital: 2020054, 2020055 y 2020056, respectivamente. 
En términos del artículo 44, último párrafo, del Acuerdo General 52/2015, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que reforma, adiciona y deroga disposiciones del 
similar 8/2015, relativo a la integración y funcionamiento de los Plenos de Circuito, esta tesis forma parte del engrose relativo a la contradicción de tesis 1/2020, resuelta por el 
Pleno del Vigésimo Segundo Circuito.  
Esta tesis se publicó el viernes 01 de octubre de 2021 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir 
del lunes 04 de octubre de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 


